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Exp.- 811/2021/2

	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

	SEGUNDA SALA UNITARIA.

	EXPEDIENTE. 811/2021/2

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: DIRECTOR GENERAL DE SEGURIDAD PUBLICA DEL GOBIERNO DEL ESTADO

	MAGISTRADA: MARIA OLVIDO RODRIGUEZ VAZQUEZ

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: OSCAR TORRES HERRERA


San Luis Potosí, San Luis Potosí, a cinco de abril de dos mil veintidós.
VISTO.- Para resolver en definitiva el juicio contencioso administrativo número 811/2021, promovido por el C. **********, contra actos del Director General de Seguridad Pública del Gobierno del Estado.
RESULTANDO
I.- Por escrito recibido en éste Tribunal el once de noviembre de dos mil veintiuno, el C. **********, por su propio derecho promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo en contra del Director General de Seguridad Pública del Gobierno del Estado, y por los actos que hizo consistir en: 

“El oficio número **********de fecha 14 de octubre de 2021 y contiene como asunto “Cambio de Adscripción”; firmado por el Director General de Seguridad Pública del Estado, esta emitido faltando los requisitos constitucionales legales de fundamentación y motivación, así como por omitir las formalidades esenciales del procedimiento”
II.- Por auto de fecha dieciocho de noviembre de dos mil veintiuno, se tuvo por admitida la demanda de la parte actora, ordenándose correrle traslado a la autoridad demandada para que contestara lo que a su derecho correspondiera, ofreciera, exhibiera las pruebas que estimara convenientes y expresara los hechos con que se encontraran relacionados.

Por otra parte, se negó a conceder la suspensión del acto de autoridad reclamado, en razón de considerarse que de conceder dicha medida, equivaldría a dejar sin materia el presente juicio.

III.- Por auto de fecha dos de diciembre de dos mil veintiuno, se tuvo por interpuesto recurso de reclamación en contra del auto dictado el dieciocho de noviembre del dos mil veintiuno, en el cual se negó la suspensión del acto solicitada por el actor del juicio, por lo que se ordenó correrle traslado a la autoridad demandada, para que en el término de cinco días expresara lo que a su derecho conviniera.
IV.- Por auto de fecha tres de marzo de dos mil veintidós, se tuvo a la autoridad demandada por no expresando lo que a su derecho conviniera respecto del recurso de reclamación interpuesto por el actor, en contra del auto dictado el dieciocho de noviembre del dos mil veintiuno, por lo que se citó para resolver el recurso de reclamación admitido a la parte actora.

V.- Por diverso acuerdo dictado con fecha tres de marzo de dos mil veintidós, se tuvo a la autoridad demandada por contestando la demanda ad-cautelam, por lo que se ordeno correr traslado a la parte actora para los efectos legales que a su derecho correspondiera.

Por otra parte, con fundamento en lo establecido por los preceptos 69 fracción II y 70 tercer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvo como pruebas de las partes las siguientes:

A la parte actora, se le tienen por ofrecidas y admitidas las documentales consistentes en:

1.- El oficio número ********** de fecha catorce de octubre de dos mil veintiuno, signado por el Director General de Seguridad Pública del Estado; documental que consiste en el acto impugnado.
2.- Presuncional legal y humana.

3.- Instrumental de actuaciones.

4.- Se admite el extremo planteado en el punto 2 del informe a cargo de la autoridad demandada, consistente en el extremo siguiente:

“Que informe que significa la leyenda D.O.S. –en el oficio número ********** de fecha catorce de octubre de dos mil veintiuno”.

Por lo que, toda vez que dicho extremo se encuentra respondido por la autoridad demandada en el apartado de pruebas “documental tercera”, en el que señala que las siglas D.O.S., corresponden a la expresión “De Orden Superior”; motivo por el cual resulto innecesario requerir a la demandada para que diera respuesta al cuestionamiento antes señalado; lo anterior, para los efectos legales a que haya lugar.

A la autoridad demandada, se le tuvo por ofrecidas y admitidas la documental siguiente:

1.- Copia fotostática certificada del movimiento de personal con número de folio **********, a nombre del actor.

2.- Copia certificada del kardex personal del aquí actor, documental que detalla como segunda, en el capítulo de pruebas de su contestación de demanda.

3.- Copia certificada de cinco cambios de adscripción, que detalla la autoridad como documental tercera, del capítulo de pruebas de la contestación de demanda.

4.- La instrumental de actuaciones.
5.- La presuncional lógica, legal y humana.

Por último, se señalaron las once horas del veintiocho de enero de dos mil veintidós, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

VI.- En la fecha y hora señaladas se llevó a cabo la audiencia final, haciéndose constar la inasistencia de las partes. Enseguida el Secretario de Acuerdos dio cuenta con las constancias de autos, posteriormente en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas todas y cada una de las pruebas admitidas a las partes dada su propia y especial naturaleza, y se dio por concluido el periodo correspondiente. En período de alegatos, se certificó que ninguna de las partes los formulo. Enseguida se hizo constar que no existían pruebas o diligencia pendiente por desahogar, dándose por concluida la audiencia y finalmente se citó para resolver.
CONSIDERANDO
PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente Juicio Contencioso Administrativo conforme a lo dispuesto por los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1°, 2°, párrafo segundo y 7° fracción I, 9 fracción III, 24, 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el artículo 51 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí; puesto que se trata de una controversia de naturaleza administrativa entre un particular como lo es el C. C**********, y el Director General de Seguridad Pública del Estado, que se produce a virtud de una relación administrativa del Actor con dicha autoridad, como integrante de un cuerpo de seguridad pública, conflicto para el cual los invocados numerales le confieren jurisdicción; de acuerdo con el criterio pronunciado por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 244 del Tomo III de junio de 1996 del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tesis 2ª/J23/96, Novena Época, que a la letra reza:
"COMPETENCIA PARA CONOCER DE LOS CONFLICTOS DERIVADOS DE LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE LOS POLICÍAS. CORRESPONDE AL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO (ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ).- De lo dispuesto por las fracciones XIII del apartado B del artículo 123 y V del 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se desprende que la naturaleza del vínculo jurídico existente entre los agentes de seguridad pública y el Estado, es de naturaleza administrativa y no laboral. Asimismo, el Estatuto Jurídico de los Trabajadores al Servicio de las Autoridades de San Luis Potosí, tampoco reconoce como laboral el vínculo que une a los agentes de seguridad pública con el Estado. Por ello, resulta competente para conocer de los litigios que se generen con motivo de la prestación del servicio, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, tal como lo dispone el artículo 2o. de la Ley de Justicia Administrativa de dicha entidad federativa, que faculta a este órgano para conocer de las controversias de naturaleza administrativa entre las autoridades del Estado y los gobernados, sin dejar de tomar en consideración que las prestaciones demandadas no son sino una consecuencia de la acción de nulidad promovida en contra de la orden de baja del actor. Este criterio se ve fortalecido por diversas tesis aisladas y de jurisprudencia, dentro de las que destacan las tesis jurisprudenciales números 24/1995 del Tribunal Pleno y 77/95 de la Segunda Sala, publicadas en el Tomo II del Semanario Judicial de la Federación (Novena Época), la primera en el mes de septiembre de mil novecientos noventa y cinco, página cuarenta y tres y la segunda en el mes de diciembre siguiente, página doscientos noventa, y aunque se refieren a los policías en el Estado de México, guardan analogía con lo que acontece en San Luis Potosí y no viene sino a fortalecer el carácter administrativo de la relación que sostienen los agentes de seguridad pública con el propio Estado."

SEGUNDO.- La personalidad de la Parte Actora no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio.

En cuanto al acto impugnado, este se encuentra plenamente acreditado con la documental que acompaño a su escrito inicial de demanda, consistentes en el oficio número ********** de fecha catorce de octubre de dos mil veintiuno, signado por el Director General de Seguridad Pública del Estado, documental que obra a foja 15 del expediente en el que se actúa. 
Por su parte, el C. **********, justifico su carácter de Director General de Seguridad Pública del Estado, con el nombramiento expedido a su favor por el Oficial Mayor del Poder Ejecutivo, documental que obra a foja 47 del expediente en el que se actúa.

A las referidas documentales se les otorga valor probatorio pleno, con apoyo legal en los artículos 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con los artículos 388 y 392 del Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, según lo que dispone el artículo 217 párrafo segundo del citado Código Procesal Administrativo.

TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo es la legalidad o ilegalidad del acto impugnado que la Parte Actora hizo consistir en:

“El oficio número **********de fecha 14 de octubre de 2021 y contiene como asunto “Cambio de Adscripción”; firmado por el Director General de Seguridad Pública del Estado, esta emitido faltando los requisitos constitucionales legales de fundamentación y motivación, así como por omitir las formalidades esenciales del procedimiento”

CUARTO.- Antes de entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte Actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza una de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
En ese sentido, se tiene que esta Segunda Sala Unitaria advierte que en la especie se actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 228, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado:

“ARTICULO 228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos:

…

II. Que no afecten los intereses jurídicos o legítimos del actor;

…”
Del artículo anteriormente transcrito se desprende que es improcedente el juicio ante el Tribunal, cuando no afecten los intereses jurídicos del actor.

Ahora bien, la parte actora en su escrito inicial de demanda, señala como acto impugnado el oficio número **********, de fecha catorce de octubre de dos mil veintiuno, signado por el Director General del Estado, resultando pertinente realizar su digitalización:

DIGITALIZACIÓN
Del oficio anteriormente digitalizado, se desprenden las siguientes consideraciones:
1.- Que se encuentra dirigido al **********

2.- Que tiene como asunto, “Cambio de Adscripción”

3.- Que se le manifiesta que con el fin de adecuar la fuerza policíaca para cumplir los objetivos fijados, se le comunica que se le cambia de adscripción de Dirección General (Centro de Captura Plataforma México) a Región Huasteca (Tamazunchale.

4.-Que entre la fundamentación se señala el artículo 3°, fracción XXV y XXVII del Reglamento Interior de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, mismo que se transcribe a continuación:

“Artículo 3°. La Dirección operará bajo el mando de su titular, quien además de tener las atribuciones y obligaciones contempladas en la Ley del Sistema y en el Reglamento Interior de la Secretaría, tendrá las siguientes:

…

XXV. Ordenar la distribución del personal de la Dirección;

…

XXVII. Realizar cambios de adscripción de los integrantes o elementos, de acuerdo a las necesidades del servicio, previo acuerdo con el Secretario;

…”

De las disposiciones legales anteriormente mencionadas, se desprende que el Director de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, podrá ordenar la distribución del personal de la Dirección, y realizar los cambios de adscripción de los integrantes o elementos, de acuerdo a las necesidades del servicio.

En ese sentido se tiene que la orden de cambio de adscripción, en este acto impugnada, misma que es realizada por necesidades del servicio, tal y como se desprende de la misma, no afecta los intereses jurídicos de la parte actora, ello en virtud de que en la nueva adscripción continuara dicho elemento desempeñando las mismas funciones y en igual de condiciones, es decir, no se trata de una orden de remoción o destitución, o bien, cualquiera otra de separación del cargo.
Es decir, la parte actora no tiene la titularidad del derecho a permanecer en la sede a que fue destinado, tal y como se desprende del artículo 3°, fracción XXV y XXVII del Reglamento Interior de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, en donde se desprende, que el Director de Seguridad Pública del Estado podrá ordenar la distribución del personal de la Dirección, y realizar los cambios de adscripción de los integrantes o elementos, de acuerdo a las necesidades del servicio.

Resulta aplicable el siguiente criterio jurisprudencial:

Suprema Corte de Justicia de la Nación

Registro digital: 178883

Instancia: Segunda Sala

Novena Época

Materias(s): Administrativa

Tesis: 2a./J. 38/2005

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXI, Marzo de 2005, página 310

Tipo: Jurisprudencia

SEGURIDAD PÚBLICA. CAMBIO DE ADSCRIPCIÓN. NO AFECTA EL INTERÉS JURÍDICO DEL AGENTE PERTENECIENTE A LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA Y TRÁNSITO DEL ESTADO DE MÉXICO, CUANDO SE REALIZA EN IGUALDAD DE FUNCIONES Y CONDICIONES.

La orden emitida por el Director General de Seguridad Pública y Tránsito del Estado de México, en el sentido de cambiar de adscripción, por necesidades del servicio, a un integrante del cuerpo preventivo estatal de seguridad pública, conforme a las facultades que le confiere el artículo 13, fracción VII, de la Ley de Seguridad Pública Preventiva del Estado de México, no afecta los intereses jurídicos del agente readscrito, siempre y cuando, en razón de dicha nueva adscripción, continúe desempeñando las mismas funciones y en igualdad de condiciones, atento a que no se trata de una orden de remoción o destitución, o bien, cualquiera otra de separación del cargo, sin que en el caso, el agente policíaco tenga la titularidad del derecho a permanecer en la sede a que fue destinado, puesto que dicho derecho no se advierte a su favor ni en la propia Ley de Seguridad Pública Preventiva del Estado de México, ni en su reglamento.

Contradicción de tesis 187/2004-SS. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Segundo y Tercero, ambos en Materia Administrativa del Segundo Circuito. 18 de febrero de 2005. Cinco votos. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Roberto Martín Cordero Carrera.

Tesis de jurisprudencia 38/2005. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del once de marzo de dos mil cinco.

En consecuencia, con fundamento en los artículos 228 fracción VI y 229 fracción II del Código Procesal Administrativo del Estado, esta Sala Unitaria declara el sobreseimiento de este juicio, en virtud de que como se ha demostrado el acto impugnado no afecta el interés jurídico de la parte actora, de acuerdo con los fundamentos y razones que han quedado expuestos en el cuerpo de este Considerando.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º fracción XVII, 35 fracción VIII y 36 fracción VII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los artículos  217, 228 fracción II, 229 fracción II, 248, 249 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.-  Por las razones expuestas en el considerando Cuarto de la presente resolución, se decreta el SOBRESEIMIENTO  del presente juicio.

TERCERO.- Notifíquese personalmente a las parte actora y por medio electrónico a la autoridad demandada.

Así lo resolvió y firma, la Magistrada del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.- 
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
